
 

 
 

 

 
Dirección: San José, Avenidas 2 y 6, calle 13, Internet Http://www.pgr.go.cr  

Apdo. 78-1003 La Corte. Teléfono 2243-8400, faxes 2233-7010, 2255-0997, 2222-5335 

N° 3090 

Fuente: Gaceta Digital de la Imprenta Nacional 

Gaceta N° 14 de Lunes 21-01-19 

CLIC EN LETRAS O NÚMEROS EN CELESTE PARA ABRIR 

ALCANCE DIGITAL N° 13. 18-01-2019  

Alcance con firma digital (ctrl+clic) 

PODER LEGISLATIVO 

LEYES 

LEY 9634  

MODIFICACIÓN DE LA LEY N.º 9440, CREACIÓN DEL CANTÓN XVI RÍO CUARTO DE LA 
PROVINCIA DE ALAJUELA, DE 20 DE MAYO DE 2017 
 

PODER EJECUTIVO  

DECRETOS 

DECRETO N°41438-H 

REGLAMENTO PARA LA UTILIZACIÓN DEL SISTEMA INTEGRADO DE COMPRAS PÚBLICAS 
"SICOP" 
 

REGLAMENTOS 

MUNICIPALIDADES 

MUNICIPALIDAD DE SAN RAFAEL DE HEREDIA 

REGLAMENTO DE COMPRAS POR CAJA CHICA 

 

REGLAMENTO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA EL CANTÓN DE SAN RAFAEL 
 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2019/01/18/ALCA13_18_01_2019.pdf
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LA GACETA  

Gaceta con Firma digital (ctrl+clic)  

PODER LEGISLATIVO 

NO SE PUBLICAN LEYES 

PODER EJECUTIVO 

ACUERDOS  

 MINISTERIO DE COMERCIO EXTERIOR 

 

DOCUMENTOS VARIOS 
 

 EDUCACIÓN PÚBLICA 

 JUSTICIA Y PAZ 

 AMBIENTE Y ENERGÍA 
 

TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES 
 

 RESOLUCIONES 

 EDICTOS 

 AVISOS 
 

CONTRATACION ADMINISTRATIVA 
 

 PROGRAMA DE ADQUISICIONES 

 LICITACIONES 

 ADJUDICACIONES 

 REMATES 

 REGISTRO DE PROVEEDORES 

 NOTIFICACIONES 

 FE DE ERRATAS 
 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 
 

 UNIVERSIDAD DE COSTA RICA 

 PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA 

 SUPERINTENDENCIA DE TELECOMUNICACIONES 
 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2019/01/21/COMP_21_01_2019.pdf
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ministeriode-comercio-exterior
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#educacinpblica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#justiciay-paz
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ambientey-energa
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#resoluciones
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#edictos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#avisos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#programade-adquisiciones
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#licitaciones
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#adjudicaciones
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#remates
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#registrode-proveedores
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#notificaciones
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#fe-deerratas
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#universidadde-costa-rica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#patronatonacional-de-la-infancia
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#superintendenciade-telecomunicaciones
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AVISOS 
 

 CONVOCATORIAS 

 

COLEGIO DE PROFESIONALES 
EN PSICOLOGÍA DE COSTA RICA 

 

Asamblea General Extraordinaria Nº 119-2019 

 

La Junta Directiva del Colegio de Profesionales en Psicología de Costa Rica, convoca a todos/as 
sus agremiados/as a la Asamblea General Extraordinaria Nº119-2019, por celebrarse el día 
sábado, 23 de febrero del 2019; en primera convocatoria a las 8:00 a.m. De no encontrarse 
presente el quorúm de ley, se procederá a sesionar, en segunda convocatoria, a las 9:00 a.m., 
con los/as colegiados/as presentes. La asamblea se realizará en las instalaciones de este 
Colegio Profesional; ubicado 600 metros este de la Estación de Servicio La Galera, carretera 
vieja a Tres Ríos. 
 

Orden del Día 
1. Comprobación del quórum. 
2. Lectura y aprobación del orden del día. 
3. Lectura y aprobación de los acuerdos del acta Nº 118-2018. 
4. Liquidación de Presupuesto 2018. 
5. Presentación de los resultados de la auditoría externa 2018. 
6. Presentación del Presupuesto 2019. 

 

San José, 10 de enero del 2019. — Lic. Oscar Valverde Cerros, Presidente. — 
(IN2019311938).       2 v. 1 
 

 AVISOS 
 

NOTIFICACIONES 
 

 GOBERNACIÓN Y POLICÍA 
 

BOLETÍN JUDICIAL 
 

Boletín con Firma digital (ctrl+clic) 

 

SALA CONSTITUCIONAL 
 

ASUNTO:    Acción de inconstitucionalidad 
 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#convocatorias
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#avisos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#gobernaciny-polica
https://www.imprentanacional.go.cr/pub-boletin/2019/01/bol_21_01_2019.pdf
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A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES 
DE LA REPÚBLICA 

HACE SABER: 
TERCERA PUBLICACIÓN 

 

Para los efectos del artículo 90 párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que 
en la acción de inconstitucionalidad que se tramita con el número 18-011875-0007-CO 
promovida por Esmeralda de Los Ángeles Calderón Jiménez, Francisco José Gurdián Calderón 
contra el artículo 939 del Código Procesal Civil, por estimarlo contrario a los artículos 33 y 51 
de la Constitución Política, se ha dictado el voto número 2018-020300 de las nueve horas y 
treinta minutos de cinco de diciembre de dos mil dieciocho, que literalmente dice: 

«Se rechaza de plano la acción» 
San José, 17 de diciembre del 2018. 
 

                                                                      Vernor Perera León 
                                                                            Secretario a. í. 
 

O.C N° 364-12-2017. —Solicitud N° 68-2017-JA. — (IN2018307322). 
 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 18-018534-0007-CO que promueve Alcalde de la 
Municipalidad de San Carlos, se ha dictado la resolución que literalmente dice: “Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las catorce horas y treinta y cinco 
minutos de catorce de diciembre de dos mil dieciocho. Por cumplida la prevención de las 
09:49 horas del 23 de noviembre de 2018, se da curso a la acción de inconstitucionalidad 
interpuesta por Alfredo Córdoba Soro, en su condición de Alcalde de San Carlos, para que se 
declare la inconstitucionalidad de los artículos 53 y 54 de la Convención Colectiva de Trabajo 
entre la Municipalidad de San Carlos y el Sindicato de Trabajadores de la Municipalidad de 
San Carlos, por estimarlos contrarios a los artículos 11, 33, 46, 50, 57, 63, 68, 74, 176, 191 y 
192 de la Constitución Política, así como a los principios de legalidad, igualdad, razonabilidad, 
proporcionalidad, uso eficiente de fondos públicos, la gestión financiera y el equilibrio 
presupuestario. El accionante explica que, en cuanto al pago de cesantía, el inciso c), del 
artículo 53 impugnado, establece que los trabajadores tendrán derecho a una indemnización 
de un mes de salario por cada ano de servicio prestado sin límite de tiempo, pagando así todos 
los años de servicio para la Municipalidad de San Carlos. La norma impugnada no establece 
tope o límite de años a reconocer por concepto de cesantía, creando así un privilegio odioso, 
exclusivo y excluyente a favor de los funcionarios de la Municipalidad de San Carlos, lo que 
resulta contrario a los principios de igualdad, de razonabilidad y proporcionalidad, de 
legalidad, gestión financiera y uso eficiente de los fondos públicos. Aduce que el no establecer 
un tope de años para el pago de cesantía, es una situación desprovista de una justificación 
objetiva y razonable, que conlleva el uso indebido y abusivo de los fondos públicos. En relación 
con el artículo 54, reclama el accionante que la norma se separa del interés que el legislador 
persigue a través del auxilio de cesantía. El derecho al preaviso y a la cesantía, deriva de la 
acción del patrono del despido bajo su propia responsabilidad, en aras de proteger a la parte 
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débil de la relación laboral, que es el trabajador, esto a raíz de la pérdida de empleo por 
voluntad del patrono o en los casos en que el trabajador se pensiona o fallece. Sin embargo, 
la norma establece el pago del auxilio de cesantía, aún en caso de renuncia del trabajador, lo 
que considera violatorio de los principios de igualdad, de razonabilidad y proporcionalidad, 
de legalidad, gestión financiera y uso eficiente de los fondos públicos. Sostiene que el 
reconocimiento de ese beneficio es legítimo cuando la relación laboral finaliza por causas 
ajenas al trabajador, pero cuando este renuncia, debe afrontar los efectos de ese acto. Indica 
que la gestión de fondos públicos debe sujetarse a los principios de moralidad, legalidad, 
austeridad y razonabilidad en el gasto público, lo que impone la prohibición de derrochar o 
administrar tales recursos como si se tratase de fondos privados, pues no existe 
discrecionalidad total de la Administración Pública para crear fuentes de gasto. Se confiere 
audiencia por quince días al Procurador General de República y a Carlos Valerio Cascante, en 
su condición de Secretario General del Sindicato de Trabajadores de la Municipalidad de San 
Carlos (SITRAMUSCA). Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley 
de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación del accionante 
proviene de la defensa de intereses difusos a los que se refiere el artículo 75, párrafo segundo 
de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, por estar de por medio el uso eficiente de los fondos 
públicos. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la 
interposición de la acción. Efectos jurídicos de la interposición de la acción: Se recuerdan los 
términos de los artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que disponen lo 
siguiente “Artículo 81. Si el presidente considerare cumplidos los requisitos de que se ha 
hecho mérito, conferirá audiencia a la Procuraduría General de la República y a la contraparte 
que figure en el asunto principal, por un plazo de quince días, a fin de que manifiesten lo que 
estimen conveniente. Al mismo tiempo dispondrá enviar nota al tribunal u órgano que 
conozca del asunto, para que no dicte la resolución final antes de que la Sala se haya 
pronunciado sobre la acción, y ordenará que se publique un aviso en el Boletín Judicial, por 
tres veces consecutivas, haciendo saber a los tribunales y a los órganos que agotan la vía 
administrativa que esa demanda ha sido establecida, a efecto de que en los procesos o 
procedimientos en que se discuta la aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o 
resolución, tampoco se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el 
pronunciamiento del caso. Si la acción fuere planteada por el Procurador General de la 
República, la audiencia se le dará a la persona que figure como parte contraria en el asunto 
principal.”, “Artículo 82. En los procesos en trámite no se suspenderá ninguna etapa diferente 
a la de dictar la resolución final, salvo que la acción de inconstitucionalidad se refiera a normas 
que deban aplicarse durante la tramitación.”. Dentro de los quince días posteriores a la 
primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en 
asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la 
aplicación de los impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a 
su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de 
inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, que de 
conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo 
ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) 
esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente su 
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aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese. Para notificar a: Carlos Valerio 
Cascante, en su condición de Secretario General del Sindicato de Trabajadores de la 
Municipalidad de San Carlos, conocido por sus siglas: SITRAMUSCA, en la siguiente dirección: 
Local Nº 65, Mercado Municipal, Ciudad Quesada, San Carlos, se comisiona a la Oficina de 
Comunicaciones Judiciales del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos), despacho al 
que se hará llegar la comisión por medio del sistema de fax. Esta autoridad deberá practicar 
la notificación correspondiente dentro del plazo de cinco días contados a partir de la 
recepción de los documentos, bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad por 
desobediencia a la autoridad. Se le advierte a la autoridad comisionada, que deberá remitir 
copia del mandamiento debidamente diligenciado al fax Nº 2295-3712 o al correo 
electrónico: informes-sc@poder-judicial.go.cr, ambos de esta Sala y los documentos 
originales por medio de correo certificado o cualquier otro medio que garantice su pronta 
recepción en este Despacho. Notifíquese. Expídase la comisión correspondiente./Nancy 
Hernández López, Presidenta a. í.” 
San José, 17 de diciembre del 2018. 
 

                                                                              Vernor Perera León, 
                                                                                     Secretario a. í. 
 

O. C. N° 364-12-2017. — Solicitud N° 68-2017-JA. — (IN2018307721).  

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 18-019039-0007-CO que promueve Federación 
Costarricense para la Conservación de la Naturaleza, se ha dictado la resolución que 
literalmente dice: «Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las diez 
horas y cero minutos de once de diciembre de dos mil dieciocho. /Se da curso a la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por Henry Picado Cerdas, cédula de 
identidad Nº 304030272, en su condición de representante de la Federación Costarricense 
para la Conservación del Ambiente, cédula de persona jurídica Nº 3-002-116993, y Fabián 
Pacheco Rodríguez, cédula de identidad Nº 110170021, para que se declare inconstitucional 
el Reglamento para la actualización de la información de los expedientes de registro de 
ingrediente activo grado técnico y plaguicidas formulados, Decreto Ejecutivo Nº 39995-MAG 
de 15 de diciembre de 2016, por estimar que lesiona los artículos 1, 21, 46, 50, 73, 76 y 89 de 
la Constitución Política. Se confiere audiencia por quince días al Procurador General de la 
República, al Ministro de Agricultura y Ganadería, al Ministro de Ambiente y Energía y al 
Ministro de Salud. La referida normativa se impugna en cuanto infringe, a juicio de los 
accionantes, los derechos a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado y a la salud 
pública, así como los principios precautorios, de no regresión, de participación ciudadana y 
transparencia en materia ambiental. Afirman los accionantes, que la Contraloría General de 
la República emitió una serie de informes, en los que advertía que en Costa Rica se habían 
registrado plaguicidas sin que de previo se hubiese realizado un análisis integral de riesgos, 
situación que contraviene diversa normativa internacional y nacional y de los principios 
técnicos que rigen la materia (informes FOE-AM-19-2004, FOE-AM-0238-2006 y FOE-AM-453-
2006). Señalan que, en razón de lo anterior, se dictó la Ley de Trámite de las Solicitudes de 
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Registro de Agroquímicos (Ley Nº 8702 de 14 de enero de 2009), cuyo artículo 14 prevé que 
“todos los productos agroquímicos inscritos en el país, tanto productos originales como 
genéricos, deberán realizar la reválida de su registro en un plazo hasta de tres (3) años, 
contado a partir de la publicación de esta Ley”. Se emitió, asimismo, el Reglamento sobre 
Registro, Uso y Control de Plaguicidas Sintéticos Formulados, Ingrediente Activo Grado 
Técnico, Coadyuvantes y Sustancias Afines de Uso Agrícola, Decreto Ejecutivo Nº 33495-MAG-
MINAE-MEIC, a fin de regular el referido procedimiento de reválida, en procura de garantizar 
que a los productos ya inscritos en el país se les realizara un efectivo análisis de riesgos. 
Acusan que, transcurrido sobradamente el citado plazo de tres años, no se ha aplicado el 
procedimiento de reválida. Por el contrario, se derogó el Decreto Ejecutivo Nº 33495-MAG-
MINAE-MEIC y, en su lugar, se promulgó el Decreto Ejecutivo Nº 39995-MAG. Este solo 
procura que los plaguicidas ya existentes en el país se puedan seguir comercializando, sin que 
se les haya aplicado, en ningún momento, una evaluación integral sobre el posible riesgo a la 
salud y al ambiente y su eficacia biológica. Así, se permite que se sigan comercializando 
plaguicidas prohibidos en otros países por sus externalidades negativas para la salud y el 
ambiente. Reclaman que el decreto ejecutivo impugnado en esta acción no se ajusta a lo 
señalado por la Contraloría General de la República en su momento, ni -en general- a los 
códigos y principios técnicos-científicos emitidos en materia de registro de plaguicidas por la 
FAO y la OMS, incluido el Código Internacional de Conducta para la Gestión de Plaguicidas. 
Sostienen que un elemento o factor que puede ocasionar un impacto negativo en la salud 
humana y animal, así como en el ambiente, es el uso de los plaguicidas. De allí la importancia 
que, al momento de darse el registro de los plaguicidas para autorizar su uso, se cuente con 
toda la información de cada producto, que se requiere para su evaluación por parte de las 
autoridades competentes. Añaden que en el caso costarricense, en atención a la diversa 
normativa que rige la materia, tal proceso de evaluación corresponde al Servicio Fitosanitario 
del Estado, al Ministerio de Salud y al Ministerio de Ambiente y Energía. Afirman que la 
función encomendada al Servicio Fitosanitario del Estado de registrar o actualizar la 
información de agrovenenos no debe ser entendida como una actuación mecánica de mera 
constatación o verificación de un listado de requisitos establecidos en determinada norma 
legal o reglamentaria, sino que debe ser entendida como una actuación esencial para la tutela 
de la salud y el ambiente, a fin de constatar la veracidad de la naturaleza del producto, sus 
propiedades físico-químicas, su efectividad para los cultivos y las plagas, su impacto en el 
ambiente y sus posibles efectos nocivos en la salud humana y de los animales. Es decir, es una 
responsabilidad del Estado llevar a cabo una auténtica evaluación técnico-científica del 
producto, mediante un examen integral de la información científica propia del producto a 
registrar (data completa), conforme a las directrices de la FAO y OMS. Sin embargo, el decreto 
ejecutivo impugnado, en sus artículos 1, 2 y 6, flexibiliza los requisitos para la actualización o 
reválida de productos formulados o registros nuevos de ingredientes activos grado técnico, 
en tanto permite el uso de información referenciada, lo que infringe la normativa nacional e 
internacional sobre esta materia y se separa de los principios científicos que deben regir el 
proceso de registro. Insisten en que la normativa cuestionada solo pide una limitada 
información técnica del producto a registrar o actualizar (revalidar) e, incluso, esta puede ser 
referenciada, lo que impide un verdadero análisis de riesgo químico, toxicológico 
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y ecotoxicológico. Indican que todo esto se contrapone a lo dispuesto en el artículo 6.2.1 del 
Código Internacional de Conducta para la Distribución y Utilización de Plaguicidas de la FAO. 
Aseveran que esta Sala, en su voto Nº 2011-16937, ya se pronunció sobre lo que debe ser un 
registro por equivalencia, pero el decreto impugnado incumple lo previsto en tal sentencia, a 
efectos de establecer un registro con mera información referenciada, lo que carece de todo 
sustento técnico. Añaden que los artículos 2 y 3 del decreto ejecutivo impugnado prevén que 
solo el Servicio Fitosanitario del Estado otorgue el registro o apruebe la actualización, de 
forma unilateral, sin la participación del Ministerio de Salud y del Ministerio de Ambiente y 
Energía. Sostienen que el artículo 7 del decreto impugnado lo que procura es la extensión de 
registros que ya superan los doce años de estar en el mercado sin que, a la fecha, se les haya 
realizado un estudio integral de riesgos y de eficacia biológica por parte de los funcionarios 
técnicos de los ministerios involucrados en el proceso de registro, lo que afecta al usuario 
final. Acusan que se infringe, además, el principio precautorio, en tanto que el artículo 7 del 
citado decreto le endosa al Estado la carga de la prueba, cuando en los demás países –que 
cuentan con normativa que se ajusta a los parámetros internacionales se exige al registrante 
que aporte los estudios correspondientes que demuestren que el producto a registrar no 
afecta el ambiente ni la salud. Manifiestan que el registro de plaguicidas debe sustentarse en 
principios técnicos, así como en las normas, directrices y recomendaciones emitidas por las 
pertinentes organizaciones internacionales, a fin de garantizar una evaluación adecuada de 
los riesgos que existen para la vida y la salud de las personas y la protección de los cultivos, 
contemplando la calidad de la información requería y las técnicas de evaluación del riesgo. 
Alegan que esto no se cumple en el caso de la normativa impugnada, que carece de toda 
fundamentación técnica y se aparta de la referida normativa internacional, en infracción de 
los artículos 21, 50, 73 y 89 de la Constitución Política. Consideran que se lesiona, asimismo, 
el principio de no regresión en materia ambiental, en tanto que el decreto impugnado es 
regresivo, al permitir la incorporación de ingredientes activos de agroquímicos sin que se les 
realice una evaluación previa, desde el punto de vista técnico, sobre sus implicaciones 
ambientales y en la salud de las personas. Se utiliza como mecanismo de inscripción la simple 
equivalencia con los parámetros utilizados en Estados Unidos, la Unión Europea y todos los 
países que formen parte de la OCDE. El decreto impugnado prevé que la información técnica 
que aporten las personas interesadas en obtener un registro no será verificada por alguna 
autoridad costarricense, sino que con la mera declaración jurada será tomada como cierta. 
Consideran que con esto se vulnera el marco normativo en materia de registro de 
agroquímicos, que incluye el principio de verdad científica. Argumentan que del análisis de la 
parte considerativa del decreto ejecutivo impugnado y de su ordinal 2 se deriva que este 
permite otorgar nuevos registros para el ingrediente activo grado técnico, sin que se cuente 
con evaluación ambiental o de salud; además, el único requisito que se pide es que se aporte 
alguna información, incluso referenciada. Añaden que el numeral 1, inciso 2.b, prevé la 
posibilidad de hacer un registro sin que exista perfil de referencia que cuente con toda la 
información técnica propia para realizar las evaluaciones, lo que resulta técnicamente 
improcedente, pues esto impide demostrar la equivalencia. Se permite, en definitiva, que los 
registrantes presenten información de otros productos (información referida) sin un análisis 
de equivalencia que compruebe que dicha información es aplicable a la nueva sustancia por 
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registrar. Reiteran que esta Sala, en el voto Nº 2011-16937, declaró inconstitucional una 
norma anterior, en tanto permitía hacer la equivalencia a partir de un perfil de referencia con 
data incompleta. Estiman que es más grave que se permita un registro por equivalencia con 
datos referenciados que no tengan relación directa con el producto que se pretende registrar, 
como así lo prevé el decreto impugnado. Reiteran que el artículo 6 del decreto impugnado 
abre la posibilidad de realizar un registro de plaguicidas por equivalencia, aunque no haya 
perfil de referencia ni se demuestre la equivalencia. Se prevé, así, un mecanismo para realizar 
un registro por equivalencia que no tiene base técnica, ni sustento en la normativa nacional 
vigente o en las recomendaciones de la FAO. Se permite, incluso, utilizar información 
referenciada para demostrar la composición química de un plaguicida, lo cual es propio de 
cada producto genérico según los procesos químicos de producción. Reclaman que también 
se da una regresión en materia de participación ciudadana, pues el decreto ejecutivo 
impugnado omite cualquier posibilidad de dar participación ciudadana en el trámite de 
registro, en infracción del principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medioambiente y el 
Desarrollo. A lo que se agrega que no existe posibilidad de que la ciudadanía pueda plantear 
oposiciones oportunas con sustento técnico, en tanto que se permite el registro sin que se 
aporte toda la información necesaria. Añaden que para el trámite y publicación de este 
reglamento se incumplió el principio de transparencia, dado que, se obvió el proceso de 
consulta al público. Tampoco se cumplieron los procedimientos propios de reglamento 
técnico, ya que el proyecto de reglamento no fue sometido a consideración del Órgano de 
Reglamentación Técnica, en el cual participan representantes de diversas instituciones 
interesadas, incluidos el Ministerio de Ambiente y Energía y el Ministerio de Salud. Aseveran, 
finalmente, que la Unidad de Evaluación Ambiental de Agroinsumos del MINAE, en el oficio 
DIGECA-UEAA-008-2017, ya advirtió que la aplicación de este reglamento vulnera el artículo 
50 constitucional por amenazar directamente la salud humana y el ambiente. Esta acción se 
admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus 
artículos 73 a 79. La legitimación de los accionantes proviene del numeral 75, párrafo 2, de la 
Ley de la Jurisdicción Constitucional, en tanto se acciona en defensa de intereses difusos en 
resguardo del derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado y la salud pública. 
Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de 
la acción. Efectos jurídicos de la interposición de la acción: Se recuerdan los términos de los 
ordinales 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que disponen lo siguiente “Artículo 
81. Si el Presidente considerare cumplidos los requisitos de que se ha hecho mérito, conferirá 
audiencia a la Procuraduría General de la República y a la contraparte que figure en el asunto 
principal, por un plazo de quince días, a fin de que manifiesten lo que estimen conveniente. 
Al mismo tiempo dispondrá enviar nota al tribunal u órgano que conozca del asunto, para que 
no dicte la resolución final antes de que la Sala se haya pronunciado sobre la acción, y 
ordenará que se publique un aviso en el Boletín Judicial, por tres veces consecutivas, haciendo 
saber a los tribunales y a los órganos que agotan la vía administrativa que esa demanda ha 
sido establecida, a efecto de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la 
aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución 
final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Si la acción fuere planteada 
por el Procurador General de la República, la audiencia se le dará a la persona que figure como 
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parte contraria en el asunto principal.”, “Artículo 82. En los procesos en trámite no se 
suspenderá ninguna etapa diferente a la de dictar la resolución final, salvo que la acción de 
inconstitucionalidad se refiera a normas que deban aplicarse durante la tramitación.” Dentro 
de los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse 
quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, 
en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber, 
además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional 
y según lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 
0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general sino únicamente su 
aplicación en los casos y condiciones señalados. Notifíquese. /Paul Rueda Leal, Presidente a. 
í./». 
San José, 12 de diciembre del 2018. 
 

                                                               Vernor Perera León 
                                                                     Secretario a. í. 
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